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INTRODUCCION 
 
 
La estructura del estado Colombiano reposa sobre el correcto 
funcionamiento  de sus instituciones, las cuales han demandado la existencia 
de una normatividad que regule los procesos de contratación pública y a su 
vez que garantice la transparencia en la ejecución del presupuesto de la 
nación; la perspectiva que busca la regulación de estas funciones específicas 
se esboza en el Articulo 1º de la Ley 1150 de 2007, el cual cita lo siguiente: 
“OBJETO. La presente ley tiene por objeto introducir modificaciones en la 
Ley 80 de 1993, así como dictar otras disposiciones generales aplicables a 
toda contratación con recursos públicos”; en este apartado se deja ver el 
interés del estado en establecer parámetros aplicables en las diferentes 
entidades y que involucren todas las variables internas y externas que 
participan de dicho proceso. 
 
En este sentido, es pertinente hacer un análisis de la norma que regula la 
contratación pública en nuestro país, con el fin de estructurar un marco 
conceptual amplio que permita desempeñar los procesos administrativos de 
contratación con tranquilidad y en concordancia con los principios 
fundamentales de la Administración Pública; de otra parte se busca 
identificar las modificaciones hechas al sistema tradicional de contratación, 
ubicando allí las principales fallas del sector publico en los procesos 
contractuales antes de la reforma y así no incurrir en ellos nuevamente. Por 
último se hará una evaluación de la situación actual de la normatividad en el 
contexto de la Contratación Pública, así como sus posibles consecuencias 
frente al no cumplimiento de las disposiciones legales. 
 
En virtud de lo anterior, este ensayo contiene un análisis descriptivo de las 
modificaciones que a través de la Ley 1150 de 2007 se hacen a la Ley 80 de 
1993 y algunos aspectos relevantes a tener en cuenta en las unidades 
administrativas que desarrollan los procesos contractuales. 
 
Adicionalmente, en este documento, los profesionales a cargo de la 
administración de recursos públicos, podrán encontrar una interpretación 
sencilla y práctica del Sistema de Contratación Actual y una 
contextualización legal, que sumada a las herramientas gerenciales, podrán 
girar positivamente el panorama y en consecuencia dar un nuevo sentido a 
los procesos en materia de contratación de nuestro país. 
 
 
 
 
  
  
LEY 1150 DE 2007, CAMBIOS EN EL ESTATUTO CONTRACTUAL 
 
Durante varios años, desde la formulación e implementación de la Ley 80 de 
1993, se efectuaron sucesivas modificaciones al Estatuto de Contratación sin 
lograr la  consolidación de una propuesta que solucionara la necesidad de un 
régimen normativo transparente, responsable y eficaz; esto con miras a 
integrar las diferentes lecturas que de la norma se hacían y a poner en 
igualdad de condiciones las entidades que por alguna razón en el pasado 
tuvieron varias prebendas y excepciones.  
 
La ley 1150 de 2007, presenta tanto modificación como inclusión de artículos 
al Estatuto de Contratación, de los cuales a continuación se presentan las 
modificaciones que considero más relevantes: 
 
“ARTÍCULO 2o. DE LAS MODALIDADES DE SELECCIÓN. (...)”. Con el fin 
de garantizar procesos de selección coherentes con el objeto a contratar, 
estos se deben realizar por Licitación Pública, Selección Abreviada, 
Concurso de Meritos y Contratación Directa, según corresponda. En el caso 
de la Licitación Pública, se busca propender por la igualdad de oportunidades 
para todos los interesados en participar en el proceso. Se utilizara la 
Selección Abreviada para la adquisición de bienes y servicios de 
características técnicas uniformes y de común utilización; sin importar la 
cuantía de la contratación se exige la implementación de las Subastas 
inversas, Acuerdos marco de precios o la Compra en bolsas de productos. El 
Concurso de Meritos hace referencia a los procesos de selección que buscan 
premiar el talento y/o calidad de las personas, bienes o servicios contratados 
de manera autónoma de la entidad y en línea con su carácter misional o de 
identidad. La contratación Directa solamente podrá soportar los procesos de 
selección dada una Urgencia Manifiesta, Contratación de Empréstitos, 
Contratos Interadministrativos, Bienes y Servicios del Sector Defensa, entre 
otros.  
 
“ARTÍCULO 6o. DE LA VERIFICACIÓN DE LAS CONDICIONES DE LOS 
PROPONENTES. (…)”. Este apartado deroga el Articulo 22 de la Ley 80 de 
1993 y le da gran importancia al Registro Único de Proponentes RUP 
expedido por las Cámaras de Comercio, incluyendo en el proceso de 
selección una metodología clara y concisa denominada Sistema Pasa-No 
pasa; es decir que la inscripción en el RUP es un requisito sine qua non para 
todo proceso de licitación en donde el proponente se califica y clasifica en 
concordancia con la verificación realizada por las Cámaras de Comercio, 
según la actividad económica registrada por el proponente en el momento de 
su inscripción. 
 
“ARTÍCULO 11. DEL PLAZO PARA LA LIQUIDACIÓN DE LOS 
CONTRATOS. (...)”  Se hará de mutuo acuerdo. De no existir un plazo 
estipulado previamente, la liquidación deberá hacerse primeramente en un 
plazo no superior a los cuatro (4) meses posteriores a su finalización, de no 
realizarse la liquidación en este plazo, se da una fecha posterior que cubre 
los dos años posteriores. 
 
“ARTÍCULO 18. DE LAS INHABILIDADES PARA CONTRATAR. (…)”. Tal 
como se muestra en la cita anterior, la modificación se centra en adicionar el 
literal j en el Articulo 8 de Ley 80, el cual contiene una nueva causal de 
inhabilidad enfocada a personas naturales que hayan sido declaradas 
responsables por dictamen judicial de peculado, concusión, cohecho, 
prevaricato y soborno transaccional, así mismo se declaran en inhabilidad las 
sociedades de que sean socias tales personas. Además se incluye un inciso 
al parágrafo 1º del mismo artículo, en donde se define que cuando se habla 
de causales de inhabilidad por parentesco o por matrimonio, dichos vínculos 
desaparecen por muerte o disolución del matrimonio. 
 
“ARTÍCULO 19. DEL DERECHO DE TURNO. (…)”. Frente a los constantes 
privilegios que se otorgaban en los procesos de pago a personas que 
tuvieran algún contacto con funcionarios conocidos al interior de la entidad, 
esta modificación busca respetar el orden de presentación de pagos de los 
contratistas y para garantizar dicho proceso, se exige un registro de 
presentación de solicitudes y documentos en regla para el respectivo 
desembolso. 
 
“ARTÍCULO 20. DE LA CONTRATACIÓN CON ORGANISMOS 
INTERNACIONALES. (…)”. Esta modificación aclara que se somete a las 
reglas de las entidades con quien se firman convenios o contratos, siempre y 
cuando los recursos de cooperación superan el 50% del valor del proyecto, 
de la misma manera se exceptúa del Estatuto Contractual, contratos con 
personas extranjeras de derecho Público u organización de derecho 
internacional cuyo objeto sea  los programas de promoción, prevención y 
atención en salud, para el desarrollo de las actividades de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), sistema integrado de monitoreo de cultivos 
ilícitos, programas de apoyo educativo a población desplazada y vulnerable 
por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y 
la Cultura (UNESCO) y la Organización Internacional para las Migraciones 
(OIM), con fondos de organizaciones multilaterales de crédito y entes 
gubernamentales extranjeros. 
 
“ARTÍCULO 21. DE LA DELEGACIÓN Y LA DESCONCENTRACIÓN PARA 
CONTRATAR. El artículo 12 de la Ley 80 de 1993 tendrá un inciso 2° y un 
parágrafo del siguiente tenor: (...)”. Los Jefes o Representantes Legales de 
las entidades por ningún motivo pueden evadir las consecuencias de sus 
acciones al delegar la total o parcialmente sus deberes de control y vigilancia 
durante la actividad pre y contractual. 
 
“ARTÍCULO 23. DE LOS APORTES AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL. 
(...)”.Para la ejecución de contratos se requerirá aprobación de la Garantía 
única y del correspondiente Certificado de Disponibilidad Presupuestal 
(CDP), a no ser que corresponda a la contratación de vigencias futuras. El 
proponente y el contratista deberán acreditar estar al día en el pago de 
aportes parafiscales, los respectivos aportes deberán acreditarse para cada 
pago; el servidor que no realice la respectiva verificación de los pagos de 
aportes, incurrirá en causal de mala conducta. 
 
Por otro lado, la Ley 1150 de 2007, incorpora nuevos artículos que tocan 
entre otros, temas como la Distribución de riesgos, la Promoción al 
Desarrollo, Principios Generales de la Actividad Contractual para entidades 
no sometidas al Estatuto General de Contratación, Régimen contractual de 
empresas industriales y comerciales, sociedades de economía mixta y 
empresas con participación mayoritaria del estado, el debido proceso, 
derogatorias y vigencias 
 
Hasta aquí se ha esbozado un panorama de la situación actual de la 
normatividad vigente en materia de contratación pública, de manera que se 
facilite la indagación respecto a la incidencia de este régimen en las 
entidades en las cuales se ha de aplicar estos procesos.  
  
  
INCIDENCIA DE LA LEY 1150 DE 2007 
 
Para avanzar en esta apreciación, tomaré como referente una serie de 
afirmaciones citadas del Artículo publicado por el Doctor Oscar Márquez 
Buitrago, “LA NUEVA GESTIÓN PÚBLICA CONTRACTUAL” del 6 de 
noviembre de 2007; las cuales se relacionan a continuación: 
 
“La Ley 1150 permite asumir el contrato como un instrumento de la gestión 
pública y no simplemente como un acto de naturaleza jurídica.” Para nadie 
es un secreto que nuestra cultura tiene una marcada tendencia a hacer las 
cosas de la manera que menos dificultades se presenten, esta característica 
trasciende en lo laboral y se ve reflejado en el simple hecho que aun se 
celebren contratos de trabajo verbales; sin embargo, la norma le ofrece a la 
gestión publica una alternativa con todo el piso legal para facilitar la 
administración de los recursos públicos, sin lugar a dudas esta debe ser 
aprovechada en beneficio de la optimización de los procesos y de los 
recursos de la entidad.  
 
“La Ley 1150 ataca efectivamente aquellas causas de corrupción más 
visibles y publicitadas.” Uno de las amenazas latentes que aún persiste en lo 
público es la presencia de los malos manejos y de actores anti éticos que 
impiden el buen ejercicio de la Gestión Publica, un marco normativo 
adaptado a la realidad representa el principio del fin de este tipo de prácticas 
que van en detrimento de las entidades públicas en nuestro país. 
 
“La Ley 1150 facilita la comprensión del sistema de fuentes de la 
contratación, posibilitando el estudio de sistemas normativos de 
contratación.” La norma está redactada en un lenguaje de fácil interpretación, 
elaborada en el marco de los sistemas de información y control, lo que 
permite al lector su adecuado análisis en cualquier tipo de entidad de orden 
público, a su vez se cuenta con la consulta de conceptos relacionados con la 
ocurrencia de casos particulares, para lo cual las diferentes entidades están 
en plena libertad de consultar a los entes de control correspondientes 
respecto a su aplicación. 
 
“La Ley 1150 al introducir nuevas modalidades de elección de contratistas, 
nuevos mecanismos de adjudicación y nuevas reglas de selección objetiva, 
facilita dimensionar la contratación con un sistema de gestión pública.”. 
Además amplia el panorama a una cantidad no determinada de posibles 
proponentes que desfallecían frente al evidente manejo inadecuado de los 
procesos de contratación, con el Registro Único de Proponentes se amplia la 
gama de posibilidades para los funcionarios encargados del análisis y 
evaluación de propuestas que antes se realizaban según los intereses de 
ciertos personajes al interior de la entidad. 
 
“La Ley 1150 entrega herramientas a los órganos de control y en particular a 
la Contraloría General, para lograr una revolución en materia de control de la 
corrupción.”.  Los beneficios son además para los entes de control, ya que la 
entidad se autocontrola, autoregula, es decir, desarrolla esa cultura de 
autocontrol que contribuirá en la disminución de hallazgos y levantamiento de 
glosas a los diferentes procesos de contratación de las entidades públicas. 
 
 
 
 
 
  
  
POSIBLES BENEFICIOS Y DIFICULTADES DE LA LEY DE 
CONTRATACIÓN ACTUAL 
 
La gestión exitosa de las instituciones que manejan procesos de contratación 
y la transparencia con que los administren, mucho tienen que ver con la 
normatividad existente, pues ésta le da una carta de navegación a los 
funcionarios y facilita la gestión y mejoramiento de la entidad, sin embargo, la 
norma en cualesquiera campo de aplicación tiene sus ventajas y 
desventajas, es poco probable que exista un marco legal que beneficie a 
todos los actores de la entidad y en este sentido se pueden visualizar 
posibles beneficios y dificultades de la nueva Ley de Contratación. Entre los 
beneficios he considerado los siguientes: 
 
La marcada transformación del Sistema Público, se ve reflejada en las 
reformas normativas que en todos los ámbitos se están promulgando, lo cual 
le da al servidor responsable de administrar recursos, fundamentos amplios y 
suficientes para avalar su periodo de gestión.  
 
La planeación contractual se ha reconocido como un elemento vital para la 
adecuada ejecución de los procesos subsiguientes, dedicarle el tiempo 
necesario a la formulación de planes de contratación y unificación de criterios 
en cuanto a definición de perfiles, términos de referencia, formalización y 
documentación de estos procesos, actividades como estas le permiten a la 
entidad formular estrategias que a la postre finalicen con un cumplimiento del 
objeto en los tiempos y condiciones inicialmente pactadas. 
 
La estandarización de los métodos y modalidades de selección, los 
mecanismos de adjudicación de contratos, son apenas algunos de los 
postulados de la nueva Ley de contratación que en lo más será un 
mecanismo de control contundente frente a los oscuras prácticas de 
corrupción que tanto han perjudicado el buen nombre de nuestro país. 
 
La norma vigente le da un papel importante a los órganos de control en el 
acompañamiento y verificación de los procesos contractuales, no solo como 
un ente nocivo y fiscalizador, sino como asesor y mediador. 
 
Dentro de las dificultades que se reflejan en la materialización de la ley, 
identifico una en particular que repercute en todos los escenarios que he 
mencionado en este ensayo: Aun existen personas al interior de las 
entidades que anteponen el bien particular al general, en este sentido se 
seguirá buscando el vacio normativo que le de pie al actor anti ético y 
corrupto que busca la manera de ampararse en la norma  para disfrazar sus 
vicios de procedimiento y sus malas practicas gerenciales; frente a este 
sentir lo recomendable es iniciar una tarea individual de sensibilización y dar 
una pelea digna frente a esos agentes nocivos que posiblemente nos 
llegaran a rodear en algún momento de nuestra vida profesional, maxime 
cuando se habla de lo público. 
 
Es así como la contratación pública en Colombia viene causando un daño 
irreversible al presupuesto del estado, lo cual se evidencia en la negligencia, 
desmotivación e irresponsabilidad  de los empleados públicos responsables 
de la contratación, por desconocimiento de la norma, o por el contrario 
cuando éstas se aplican de tal manera que los procesos repercuten en daños 
o inconformidades por parte de los contratistas; ellos a su vez demandan al 
Estado el cual es condenado  y se ve obligado a pagar. 
 
La reforma hecha a la Ley de contratación quizá no sea suficiente para hacer 
seguimiento y controlar fenómenos tan complejos como la corrupción, el 
oportunismo, el pago de sobornos  y el beneficio particular, a esto se suma lo 
niveles de improvisación presentes en las entidades y las actitudes 
renuentes de algunos servidores que insisten en no trabajar de una manera 
honesta y responsable. 
 
Un estudio de FEDESARROLLO1 identificó la contratación como el área 
critica de la administración pública que presenta problemas de conducta 
amoral y corrupción; se conforman grupos de proveedores conocidos por la 
oficina de contratación, que pagan comisiones a empleados encargados de 
tomar decisiones y en consecuencia se cierra la posibilidad de presentar 
nuevas propuestas por parte de nuevos proveedores, ya que se le da 
preferencia a quien incentiva monetariamente al funcionario responsable. Las 
irregularidades se manifiestan, por ejemplo,  al coordinar internamente los 
requisitos de una nueva convocatoria, ajustándola para que ésta obedezca al 
perfil de una persona natural o jurídica que se espera resulte ganadora; de 
igual manera, se observa con frecuencia que los comités o personas 
encargadas de analizar las propuestas, se dediquen a ubicar errores en las 
propuestas presentadas para rechazarlas y declarar desierto el proceso y así 
justificar una contratación directa.     
 
En virtud de lo anterior, en aras de hacer lo posible para poner en cintura a 
los ordenadores del gasto, entre septiembre de 2002 y mayo de 2003 la 
Contraloría inicio 829 procesos de responsabilidad fiscal por monto de  
$543.252 millones de pesos. En este mismo periodo fueron fallados en 
primera instancia 227 procesos por monto de $22.059 millones de pesos, y 
en la segunda, solamente 8 procesos por el monto de  $2.005 millones de 
pesos2.  
                                                          
1
 FEDESARROLLO, Luis Felipe, Causas y consecuencias económicas de la corrupción. Un 
análisis teórico y empírico, Universidad del pacifico, Lima, 1999, pág. 10  
2
 Hernández Gamarra, Antonio, “Transparencia contra la corrupción ”, Informe de Gestión, 
Contraloría General de la República, Bogotá, 2003, págs. 44-45 
 De otra parte, El Tiempo publicó un informe con título "La corrupción sigue 
campante”. Otra vez, se malversan fondos estatales, usando los siguientes 
esquemas: ." Febrero de 2001. 
 
 La compra de inventarios grandes que se pudren o se roban. 
 Dimisiones laborales arbitradas. 
 Favoritismo entre contratistas preferenciales. 
 Obras públicas inútiles a los ciudadanos por no ser completadas. 
 
Lo anterior pone en evidencia el gran campo de oportunidad que tienen las 
personas encargadas de la contratación, pero a su vez plantea un reto aun 
mayor que es la decisión frente al hecho de desacatar la norma ó romper la 
cadena de corrupción y obrar bajo el amparo de la ley, esto en aras de 
cumplir con los principios fundamentales de la administración pública y 
garantizar un periodo de gestión transparente.  
 
En la práctica, el desacato de la norma da pie a un proceso inagotable de 
investigaciones, confrontaciones y papeleos indeseables para cualquier 
persona que se encuentre vinculado bajo cualquier modalidad con el estado, 
en el peor de los casos se llegaría hasta la destitución del cargo, seguido por 
las inhabilidades e incompatibilidades que produce la consecuencia jurídica 
de incapacidad para celebrar los contratos, sanciones monetarias y en 
general las acciones que conducen al impedimento de contratar con una 
institución pública. 
 
En consecuencia, hay que cambiar la cultura que premia el enriquecimiento 
ilícito, la que no sanciona; sustituirla por la cultura del respeto por la dignidad 
humana, por los valores esenciales que deben regir la conducta de los 
servidores como la honestidad, la rectitud y la transparencia; hay que 
derrotar la corrupción. Cuando se han detectado las causas y no se ha hecho 
nada, lo que termina prevaleciendo es la tolerancia e indiferencia de los 
ciudadanos, actitud que significa complicidad. 
 
Por todo lo anteriormente expuesto, se llega a evidenciar la veracidad del 
planteamiento inicial de este ensayo, al confirmar que la principal causa de 
desacato de la norma, es el no estar actualizado; esto seguido de las 
inadecuadas prácticas administrativas que se han empezado a mitigar con 
una intervención contundente del estado y la cual no sería posible sin la 
buena voluntad y disposición de todos los actores de procesos contractuales 
en el sector publico. 
  
  
CONCLUSIONES Y/O RECOMENDACIONES 
 
Tal como se ha visto, los órganos encargados de legislar en nuestro país, 
han mostrado una verdadera voluntad por incrementar los niveles de 
transparencia, responsabilidad  y eficiencia en las etapas de la contratación 
del sector público, al constituirse este como el principal foco de corrupción y 
anormalidad en los procesos contractuales. 
 
La legislación se ha ido adecuando cada vez más a los cambios que la 
Gestión Pública ha evidenciado en ese camino hacia la modernización, el 
control interno y la mejora continua, a su vez, ha sido manifiesta la 
intencionalidad de cambio del Servidor Público que ahora se percibe como 
un trabajador honesto y responsable con la administración de los recursos 
del estado. 
 
El particular significado de los asuntos de contratación pública, exige que en 
el actual proceso de cambio de cultura organizacional, se integren todas las 
áreas de la entidad, el recurso humano vinculado a la institución y un 
compromiso contundente de los directivos, ordenadores del gasto y en 
general todos los actores internos y externos que intervengan en los 
procesos contractuales. 
 
En términos generales, la reforma es positiva ya que se planteó como 
objetivo normar cada fase del proceso contractual, no obstante el problema 
no está en la Ley sino en su inadecuada implementación, es así como se 
busca proporcionar al funcionario responsable instrumentos y mecanismos 
de seguimiento y control que fortalezcan los principios de la contratación. 
La desinformación en temas contractuales genera vacios que pueden ser 
subsanados con una buena asesoría y una lectura o interpretación adecuada 
de la regla específica y lo más importante, sin la intención de evadirla.  
 
Es claro que los procesos contractuales deben protegerse de los funcionarios 
corruptos, para lo cual se debe dedicar los esfuerzos pertinentes en la 
planeación de los procesos al interior de las entidades, lo anterior traerá 
consigo a futuro la minimización de conflictos legales, un bajo nivel de 
improvisación y el direccionamiento estratégico de la entidad y de sus 
procesos contractuales.  
 
Es así como se deben considerar la consolidación de los controles sobre la 
contratación, los cuales deben responder no solo a formalismos 
convencionales o diligenciamiento de formatos inútiles, sino por el contrario a 
la aceptación consciente de los principios de eficiencia, calidad, 
responsabilidad y transparencia en los procesos precontractuales, de 
ejecución y de liquidación del contrato. 
 
Por todo esto, considero que la reforma al Estatuto General de Contratación 
de la Administración Pública en Colombia aun cuando es una evolución 
significativa en materia de contratación, debe venir complementada con 
buenas practicas de gerencia pública y de un comportamiento del individuo 
ético y transparente. 
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